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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 21 de 
septiembre de 2023, ha examinado 
el expediente de resolución del 
contrato de obras suscrito entre la 
Entidad Local Menor de xxx1 y la 
empresa qqqq, S.L., y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 375/2023 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 22 de agosto de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de obras “Restauración de Casa cccc de xxx1”, suscrito entre 
Entidad Local Menor de xxx1 y la empresa qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 24 de agosto de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 375/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la 
Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González.  

 
Primero.- Por Resolución de Alcaldía de la entidad local menor de 

xxx1 de 8 de junio de 2022 se adjudicó a qqqq, S.L. el contrato de obras 
“Restauración de Casa cccc de xxx1”, con un plazo de ejecución de seis 
meses contados a partir del 1 de julio de 2022. Tras la ampliación del plazo 
de ejecución de cinco meses autorizada por el órgano de contratación, la 
obra debió finalizar el 31 de mayo de 2023.   
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Segundo.- El 5 de abril de 2023 la contratista solicita la “rescisión” 

del contrato de obras por causas ajenas al contratista por los siguientes 
motivos: 

 
“La obra, lleva parada desde el 28 de febrero de 2023 por 

causas ajenas al contratista como son: 
 

»a- Indefinición de unidades pendientes de ejecutar por 
parte de la propiedad.  

 
»b- Retraso en los trabajos que debía acometer la 

propiedad previo a la realización de los correspondientes al proyecto 
contratado por parte del contratista.  

 
»e- Paralización de la certificación nº 4, de febrero 2023, 

por comprobación de mediciones, las cuales al día de la fecha siguen sin 
realizarse.  

 
»d- Realización administrativa del expediente modificado 

por importe superior al 20 % de la obra contratada, a expensas del 
incremento de las unidades pendientes de definir por parte de la propiedad”. 

 
Tercero.- En contestación al escrito de la contratista, la dirección 

facultativa de la obra emite informe técnico de 18 de mayo de 2023 en los 
siguientes términos: 

 
“(…) a) Indefinición de unidades pendientes de ejecutar por 

parte de la propiedad. Esta DF no entiende esta expresión, puesto que la 
propiedad no ejecuta unidades de obra. No entendemos qué parte queda sin 
ejecutar por parte del Ayuntamiento de xxx2 -Junta Vecinal de xxx1, que 
condicione el normal trascurso de las obras.  

 
»b) Retraso en los trabajos que deba acometer la propiedad 

previo a la realización de los correspondientes al proyecto contratado por 
parte del contratista. El único trabajo previo a la realización de la obra, ha sido 
la demolición de las edificaciones preexistentes. En el estado de evolución de 
la obra, no se puede entender esta reclamación, habida cuenta que las obras y 
el inicio de esta se ha realizado con posterioridad a este trabajo. Si hubiera 
sido el caso, esta alegación debería haberse realizado en su plazo 
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correspondiente, siendo, al menos, extemporáneo hacerlo ahora, pero no 
comprensible en ningún caso, teniendo en cuenta que los plazos de ejecución 
se empiezan a contar con posterioridad a estos trabajos.  

 
»c) Paralización de la certificación nº 4, de febrero 2023, por 

comprobación de mediciones, las cuales al día de la fecha siguen sin 
realizarse. La certificación N° 4 no ha sido paralizada, sino indicado a la 
Empresa Contratista, el no haber lugar a esta, dadas las obras al día de la 
fecha realizadas, habiéndose comprobado la obra ejecutada a origen, teniendo 
en cuenta que las certificaciones se realizan a buena cuenta de la obra, y esta 
Dirección Facultativa entiende que la obra ejecutada básicamente coincide, 
según las valoraciones de proyecto, que son las contractuales, con la obra a la 
fecha certificada, facturada y abonada. 

 
»d) Realización administrativa del expediente modificado por 

importe superior al 20 % de la obra contratada, a expensas del incremento de 
las unidades pendientes de definir por parte de la propiedad. 

 
»Como en los casos anteriores, no entendemos el punto d), ya 

que en ningún caso se ha contemplado durante la obra esta posibilidad, ni en 
ninguna reunión mantenida en el Ayuntamiento, ni en las visitas de obra 
periódicas mantenidas, ni en ningún otro momento. En este mismo sentido, 
esta Dirección Facultativa no considera que se produzcan variaciones respecto 
a proyecto que permitan esta posibilidad.  

 
»En cualquier caso, sin perjuicio de ser analizado en su 

momento, el artículo 205 de la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP 
9/2017) -Modificaciones no previstas en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares: prestaciones adicionales, circunstancias imprevisibles y 
modificaciones no sustanciales- permitiría justificar esta situación. No 
estamos en la concurrencia de ninguno de los casos recogidos en el articulado 
de dicha ley”. 

 
Cuarto.- El 20 de mayo de 2023 la dirección facultativa emite nuevo 

informe técnico en el que indica: “También se pone en su conocimiento, en 
cualquier caso, no hay motivo alguno en la paralización y abandono de la 
obra, y menos los achacables a la Dirección de Obra o al Órgano contratante, 
y cuando como ya es conocido, al parecer todos los problemas parecen que 
son con sus subcontratistas y proveedores los cuales al parecer a día de hoy 
no han cobrado, según continúan informándonos”. 
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Quinto.- Mediante resolución de Alcaldía de 2 de junio de 2023 se 

incoa el procedimiento de resolución del contrato por demora respecto al 
cumplimiento del plazo total del contrato e incumplimiento de las obligaciones 
esenciales por parte del contratista, al amparo de lo dispuesto en el artículo 
211.1.d) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP) (Incumplimiento del plazo de ejecución del contrato). 

 
Constan en el expediente informes de la Secretaría de 27 de abril de 

2023 y del director facultativo de la obra de 18 y 20 de mayo de 2023. 
 

Sexto.- Concedido trámite de audiencia, la contratista presenta 
alegaciones el 13 de junio de 2023 en las que se opone a la resolución 
contractual, por cuanto durante la ejecución de las obras se produjeron 
diversas incidencias que afectaron al plazo de ejecución del contrato y que 
eran ajenas a la voluntad del contratista, por lo que no puede hablarse de 
demora culpable. Aquellas venían motivadas en síntesis por “la indefinición del 
proyecto (que dista mucho de adecuarse a la realidad existente), la tardanza 
en la toma de decisiones, por parte de la propiedad y variación de criterio 
entre los componentes de la D.F. y Propiedad, contradiciéndose unos a otros y 
ralentizando sobremanera la ejecución de la obra”. 

 
Reitera su petición de “rescisión” del contrato de obra por causas 

ajenas a la contratista e interesa el abono de las obras ejecutadas 
correspondientes a la certificación nº 4, junto al lucro cesante de la obra 
pendiente de ejecutar, gastos devengados e intereses generados. 

 
Séptimo.- El 19 de junio de 2023 se formula por la Alcaldía propuesta 

de resolución del contrato al amparo del artículo 211.d) y f) de la LCSP. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS  

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- La normativa aplicable viene determinada por el pliego de 

cláusulas administrativas particulares (en adelante PCAP) que rige el contrato, 
por la LCSP y por el Reglamento General de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 
de octubre (RGLCAP).  

 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 

sus efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los 
artículos 190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 
 

Por otro lado, puede concluirse que no se ha producido la caducidad 
del procedimiento de resolución del contrato, al no haber transcurrido el 
plazo de ocho meses previsto en el apartado 2 de la disposición adicional 
primera de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras. 

 
3ª.- Según reiterada jurisprudencia, “el contrato de obras es típicamente 

un contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final 
para su total realización. Item más, para la constitución en mora del 
contratista no se requiere interpelación o intimación previa por parte de la 
Administración; hasta tal punto que una racional presunción de 
incumplimiento del plazo final, deducido de la conducta del contratista en el 
desarrollo de la obra permite a la Administración optar por la resolución del 
contrato” (entre otras, Sentencias del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 
1989, 14 de julio de 1986 y 12 de marzo de 1992). 
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De ello se desprende que, transcurrido el término previsto en el 
contrato para su ejecución (28 de noviembre de 2021, plazo posteriormente 
prorrogado hasta el 5 de diciembre), el contrato estaría incurso en la 
invocada causa de resolución puesto que, como señaló el Consejo de Estado 
en su Dictamen 912/1997, de 27 de febrero, “(…) el simple vencimiento de 
los plazos sin que la prestación del contratista esté realizada implica ipso iure 
la calificación de incumplimiento, pues el contrato administrativo tiene como 
elemento característico ser un negocio a plazo fijo, en el que el tiempo 
constituye una condición esencial”. 

 
Sobre esta causa resolutoria existe una reiterada doctrina 

jurisprudencial (entre otras, Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de marzo 
de 1999) y del Consejo de Estado, en el sentido de que no basta cualquier 
incumplimiento contractual para que se produzca el efecto resolutivo, sino 
que ha de traducirse en una valoración del incumplimiento grave y de 
naturaleza sustancial del contrato, al ser la resolución la consecuencia más 
grave que puede derivarse de esta circunstancia. 

 
Asimismo, tal y como mantiene el Tribunal Supremo en Sentencia de 

14 de diciembre de 2001, la resolución por incumplimiento del contrato ha de 
limitarse a los supuestos en que sea patente “una voluntad rebelde a su 
cumplimiento, sin bastar el simple retraso, al requerirse una pasividad 
dolosa, culposa o negligente imputable al contratista, como ha venido 
exigiendo la jurisprudencia de esta Sala a tales efectos”. 
 

Dicho lo que anticipa, tras la concesión de trámite de audiencia, en los 
términos que constan en el expediente, figura la presentación de alegaciones 
del contratista el 13 de junio de 2023. 

 
Sin embargo, la propuesta de resolución desestima las alegaciones 

presentadas por la empresa en virtud de un informe técnico emitido por la 
dirección facultativa de las obras en fecha anterior a la formulación de 
aquellas. Así dispone “Por los motivos expresados en el informe los Servicios 
Técnicos de fecha 20/05/2023, del que se remitirá copia a los interesados 
junto con la notificación del presente Acuerdo”. Por ello, parece evidente que 
se ha formulado la propuesta de resolución sin que se tengan en cuenta 
tales alegaciones. 

 
El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 191 

de la LCSP (“Procedimiento de ejercicio”), que establece como trámites 
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preceptivos la audiencia al contratista y, cuando se formule oposición por 
parte de este, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva. Tal y como recoge 
también, por otra parte, el artículo 109.1 del RGLCAP. 

 
El trámite de audiencia constituye un requisito esencial del 

procedimiento, cuya omisión vicia de nulidad al procedimiento. Carece de 
sentido y quebraría el procedimiento que se otorgase en el procedimiento de 
resolución contractual un trámite de audiencia con un carácter meramente 
formal, no teniendo en cuenta las alegaciones de los interesados. En el caso 
examinado no consta en el expediente consideración alguna sobre las 
alegaciones que el 13 de junio realiza la contratista, en las que se opone a la 
resolución culpable del contrato.  
 

Por ello, al entender que no ha concluido el procedimiento, no 
procede emitir un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, sino devolver 
el expediente a los efectos de que se emita una propuesta de resolución que, 
además de motivar jurídicamente la resolución contractual, se pronuncie 
también sobre la posibilidad de incautación de la garantía y responda 
motivadamente y con claridad a las alegaciones formuladas por el contratista. 

 
Cabe advertir que el artículo 109.1.b) del RGLCAP impone la audiencia 

al avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía.  
 
Finalmente, se recuerda que es precisa la remisión completa del 

expediente administrativo, incorporando toda la documentación referida a la 
ejecución del contrato que se pretende resolver (formalización, plan de 
seguridad y salud de la obra, escrito de petición de prórroga y su autorización, 
en su caso petición de modificación o revisión de precios, informes técnicos y 
los escritos emitidos por la contratista y por el órgano de contratación). 

 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

En el estado actual del expediente, no procede emitir dictamen sobre 
el fondo del asunto en el expediente de resolución del contrato de obras 
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“Restauración de Casa cccc de xxx1”, suscrito entre la Entidad Local Menor 
de xxx1 y la empresa qqqq, S.L., sin que, por ello, pueda entenderse 
cumplido el trámite del dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 


